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Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el Juez Ramos 
Torres y la Juez Rivera Marchand 
 
Coll Martí, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2020. 

Comparece la parte peticionaria y recurre mediante el recurso 

de Certiorari de la Orden notificada el 12 de noviembre de 2019 en 

la que el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina, 

declaró No Ha Lugar una solicitud de relevo de sentencia. 

I 

La Sentencia de la cual se solicitaba relevo es una dictada el 

31 de agosto de 2016, en la que el tribunal sentenciador declaró Ha 

Lugar una demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca 

presentada por Banco Popular de Puerto Rico contra la parte 

peticionaria. El tribunal recurrido encontró probado que la parte 

demandada había sido emplazada debidamente, que no contestó la 

demanda, y que fue correctamente anotada su rebeldía. 

El foro recurrido dictaminó la ejecución de la hipoteca en 

cuestión y, además, resolvió que las disposiciones de la Ley 184-

2012, de 17 de agosto de 2012, y que entró en rigor el 1ro de julio 
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de 2013, Ley para la Mediación Compulsoria y Preservación de tu 

Hogar en los Procesos de Ejecuciones de Hipotecas de una 

Vivienda Principal, no son de aplicación conforme al Artículo 3 de la 

propia ley, por encontrarse la parte demandada peticionaria en 

rebeldía.  

El 23 de mayo de 2018, la peticionaria solicitó el relevo de 

sentencia por entender que la Sentencia dictada era nula, pidió ser 

relevada de la orden de ejecución de sentencia, que se levantara su 

rebeldía y que se le refiriera al Centro de Mediación Compulsoria.  

El foro primario declaró esta solicitud No Ha Lugar mediante la 

Orden notificada el 12 de noviembre de 2019, de la cual se recurre 

ante nos. 

El 11 de noviembre de 2019 la parte demandada peticionaria 

presentó el recurso de Certiorari que nos ocupa, y planteó los 

siguientes errores que estima fueron cometidos por el tribunal de 

primera instancia en su Sentencia:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
validar la insuficiencia en el emplazamiento, así como 
la insuficiencia en el diligenciamiento del mismo en la 
persona de los recurrentes y determinar que los 
recurrentes realizaron actos sustanciales que los 
sometieron a jurisdicción del tribunal y, por ende, 
declarar No Ha Lugar la Solicitud de Relevo de 
Sentencia. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
validar las actuaciones de la recurrida de continuar 
con los procesos judiciales, solicitar la anotación de 
rebeldía y obtener sentencia en rebeldía, a pesar de 
los recurrentes haberse sometido al proceso de loss 
mitigation, actuaciones contrarias a la prohibición 
federal del “dual tracking” y, por ende, erró al declarar 
No Ha Lugar la Solicitud de Relevo de Sentencia.  

 

Por los fundamentos que expondremos, desestimamos este 

recurso de Certiorari. 

Veamos. 

La parte demandada fue emplazada en dos ocasiones. 
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La parte demandante, inicialmente Doral Bank, presentó una 

demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra la parte 

peticionaria el 22 de enero de 2015. 

Al Doral Bank, como institución financiera, haber sido cerrada 

por el Comisionado de Instituciones Financieras, y el Federal 

Deposit Insurance Corporation ser nombrado como síndico, se 

concedieron unas prórrogas para comparecer al banco que 

sustituiría a Doral en el pleito.  

El Banco Popular de Puerto Rico compareció el 2 de junio de 

2015, solicitó la sustitución como parte demandante, sometió una 

demanda enmendada, y solicitó que se expidieran nuevos 

emplazamientos. 

Mediante Orden dictada el 24 de junio de 2015 y notificada el 

1ro de julio de 2015 el tribunal primario declaró con lugar la moción 

en todo lo solicitado, entre ello que se expidieran nuevos 

emplazamientos. 

Dentro del término de 120 días contados a partir del 1ro de 

julio de 2015, específicamente el 4 y el 12 de agosto de 2015, los 

peticionarios fueron emplazados personalmente. 

Así las cosas, el 14 de septiembre de 2015 los peticionarios 

comparecieron en un escrito que titularon Moción Solicitando 

Prórroga, en la que, en su parte pertinente, le expresaban al tribunal 

“que la parte demandada entiende que necesita un tiempo adicional 

para poder gestionar la asesoría legal que la represente de manera 

adecuada en este caso… además, en este tiempo adicional se 

propone hacer gestiones afirmativas para cumplir con su obligación 

económica, entre ellas, recurrir al programa de “loss mitigation”, a 

una posible reestructuración de los pagos o hacer uso de la 
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mediación”. Firmaron Hipólito Avilés Vega y Ana M. Rivera Torres, 

por derecho propio. 

Los peticionarios no expresaron nada en su moción con 

respecto a la insuficiencia de los emplazamientos, los que 

aceptaron haber recibido. 

El 3 y 4 de noviembre de 2015, dentro de una prórroga de 

treinta (30) días que les concedió el tribunal recurrido, los 

peticionarios comenzaron el proceso de “loss mitigation”. 

El 18 de diciembre de 2015 el Banco recurrido solicitó al 

tribunal la anotación de rebeldía y que se dictara sentencia en 

rebeldía. Esta actuación motiva la alegación de los peticionarios de 

que el banco recurrido incurrió en la práctica de “dual tracking”.  

La alegación de los peticionarios en cuanto a la nulidad de los 

emplazamientos consiste en que el emplazador no hizo constar al 

dorso del emplazamiento la fecha en que se entregó y el nombre de 

la persona a la cual se le hizo entrega. 

II 

Los emplazamientos. 

 El concepto de “jurisdicción sobre la persona” está procesal y 

sustantivamente entrelazado con el concepto de “parte en un litigio”. 

Rivera v. Comtec, 171 DPR 695 (2007).  La notificación al 

demandado de que existe un procedimiento judicial en su contra se 

realiza a través del emplazamiento, que es el paso inaugural de 

debido proceso de ley que le permite al tribunal adjudicar los 

derechos de un demandado. Álvarez v. Arias, 156 DPR 352, 365-

366 (2002). 

De ordinario el emplazamiento y la demanda se deberán 

diligenciar conjuntamente y se hará entregando los documentos 

físicamente al demandado. La persona que diligencia el 
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emplazamiento hará constar al dorso de la copia del 

emplazamiento, su firma, la fecha, el lugar, el modo de la entrega y 

el nombre de la persona a quien hizo la entrega.1  

El Tribunal Supremo ha aclarado que para que pueda 

adquirirse jurisdicción sobre el demandado debe observarse 

rigurosamente el trámite dispuesto en las Reglas de Procedimiento 

Civil. Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 575 (2002). Ante ello, la falta 

de diligenciamiento del emplazamiento priva al tribunal de 

jurisdicción sobre la persona e invalida cualquier determinación en 

su contra. Ello así, ya que una persona no es considerada parte 

hasta que se diligencia el emplazamiento y el tribunal adquiere 

jurisdicción. Acosta v. ABC, Inc., 142 DPR 927, 931 (1997).  

El relevo de la sentencia 

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

49.2, abundantemente comentada en nuestra jurisprudencia, 

dispone que se trata de un remedio que solo está disponible en 

pocos y determinados casos, y lee así: 

Mediante moción y bajo aquellas condiciones que sean 
justas, el tribunal podrá relevar a una parte o a su 
representante legal de una sentencia, orden o 
procedimiento por siguientes razones:  

 
(1) error, inadvertencia, sorpresa o 

negligencia excusable;  

 

(2) descubrimiento de evidencia esencial que, 

a pesar de una debida diligencia, no pudo 

haber sido descubierta a tiempo para solicitar 

un nuevo juicio de acuerdo con la Regla 48; 

(3) fraude (incluso el que hasta ahora se ha 
denominado “intrínseco” y el también 
llamado “extrínseco”), falsa representación 
u otra conducta impropia de una parte 
adversa;  

 
(4) nulidad de la sentencia;  

 

 
1 Véase Regla 4.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.4; Quiñones Román v. 
Cía. ABC, 152 DPR 367, 374 (2000). 
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(5) la sentencia ha sido satisfecha, 
renunciada o se ha cumplido con ella, o la 
sentencia anterior en que se fundaba ha 
sido revocada o de otro modo dejada sin 
efecto, o no sería equitativo que la 
sentencia continúe en vigor, o 

  
(6) cualquier otra razón que justifique la 
concesión de un remedio contra los 
efectos de una sentencia. 

                .           .            .          .          .           . 

El término de seis meses para la presentación de la moción 

de relevo de sentencia es fatal. Sánchez Ramos v. Troche Toro, 111 

DPR 155, 157 (1981); Municipio de Coamo v. Tribunal Superior, 99 

DPR 932, 937 (1971); Srio del Trabajo v. Tribunal Superior, 91 DPR 

864, 867 (1965).  

Las determinaciones judiciales que son finales y firmes no 

pueden estar sujetas a ser alteradas por tiempo indefinido. Por ello, 

la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, es categórica en cuanto 

a que la moción de relevo debe presentarse dentro de un término 

razonable, “pero en ningún caso después de transcurridos seis 

meses…”. (Énfasis suplido) Sánchez Ramos v.  Troche Toro, supra. 

Salvo en los casos en que se trate de nulidad de una 

sentencia, o cuando la sentencia ha sido satisfecha, siempre será 

una decisión discrecional del tribunal el relevar a una parte de una 

sentencia. Rivera v. Algarín, 159 DPR 482,490 (2003). (Énfasis 

suplido). 

En los casos de nulidad no existe discreción para conceder el 

relevo. Es decir, resulta mandatorio decretar nula la sentencia y 

declarar su inexistencia jurídica. García Colón et al., v. Sucn. 

González, 178 DPR 527 (2010). 

III 

De entrada debemos aclarar que, a pesar de una acuciosa 

búsqueda en nuestro expediente apelativo, concluimos que la parte 



 
 

 
KLCE201901646    

 

7 

peticionaria, cuya solicitud de relevo está basada principalmente en 

la nulidad de los emplazamientos, no nos proveyó copia de los 

emplazamientos que le fueron diligenciados el 12 de agosto de 

2015. 

Solo contamos con copia de los emplazamientos provistos por 

el banco recurrido, ya juramentados por el emplazador el 21 de 

agosto de 2015, y debidamente cumplimentados.  

Ante ello, solo nos resta indicar que la parte peticionaria no 

nos ha puesto en condiciones de determinar si las alegadas 

insuficiencias en los emplazamientos los convirtieron en 

emplazamientos nulos, y por ende, a la Sentencia del 31 de agosto 

de 2015 en una Sentencia dictada sin jurisdicción, lo cual podría 

ameritar un relevo de sentencia. 

Ello, en consecuencia, tampoco nos permite determinar si se 

justificó la falta de contestación a la demanda, o la anotación de 

rebeldía, lo que impediría acogerse al proceso de “loss mitigation”.  

El examen de los emplazamientos diligenciados el 12 de 

agosto de 2015 es crucial para la resolución de este recurso. 

IV 

Por todo lo expuesto, se desestima el presente recurso de 

Certiorari por falta de jurisdicción, al no habérsenos puesto en 

condiciones para examinar los errores planteados. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Juez Rivera Marchand concurre sin opinión escrita.  
 
 
 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


